VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA TRIGÉSIMA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 03 DE SEPTIEMBRE DE 2014, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO, SECRETARIO TÉCNICO.- Muy buenas tardes, señores comisionados.

De conformidad con el Artículo 40 del Reglamento de Sesiones de este Pleno, ante la ausencia del Comisionado Presidente, se deberá designar de entre ustedes a quién preside esta Sesión, mismo que tendrá voto de calidad.

Por lo tanto, señores comisionados, favor de presentar sus propuestas para someterlas a votación.

El Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, propongo al Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava para que presida esta Sesión.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- ¿Existe alguna otra propuesta?

Al no existir otras propuestas, sometemos a consideración de este honorable Pleno, que el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava presida esta Sesión.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo levantando la mano.

Aprobado por unanimidad.

Comisionado Sánchez Nava, le pedimos que pase al asiento del Presidente, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Muy buenos días, muchas gracias.

Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 13 horas con 20 minutos del día 03 de septiembre del 2014, solicito al licenciado Juan José Rivera Crespo, encargado de despacho de la Secretaría Técnica de este Instituto, que proceda al pase de lista, con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Trigésima Primera Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto, a la cual se ha convocado.

Proceda, señor Secretario.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Con todo gusto, Comisionado Presidente.

Procedo a pasar la lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los siguientes comisionados ciudadanos: Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero, el Comisionado David Mondragón Centeno, el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava que preside esta Sesión y el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad con el Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como con el Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno de este Instituto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones del Pleno. 

Secretario, haga favor de proceder a dar lectura al Orden del Día. 

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Con todo gusto, Comisionado Presidente.

El Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Trigésima Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada el 27 de agosto de 2014. 

IV.    Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se modifican y adicionan los Criterios y Metodología de Evaluación de la Información Pública de Oficio que deben  dar a conocer los entes obligados en sus portales de internet, aprobados mediante los acuerdos 1265/SO/14-11/2012 y 0810/SO/11-06/2014.

V.    Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de tres Proyectos de Resolución de Recurso de Revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de solicitudes de acceso a datos personales. 

VI. 
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 24 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII. 
Asuntos Generales.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, está a su consideración el Orden del Día.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buenos días.

Sólo para proponer a este Pleno que podamos inscribir un asunto general, que tiene que ver con el cumplimiento al expediente 0029 de Datos Personales y que por la trascendencia del asunto pudiéramos enlistarlo como un asunto general, de tal suerte que la Dirección Jurídica nos pudiera exponer si el cumplimiento de esta resolución que hace un par de meses nosotros emitimos acá.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, si no existe otro comentario y con la adición propuesta por el Comisionado ciudadano Mucio Israel Hernández Guerrero.

Quienes estén de acuerdo con la propuesta y con la Orden del Día, sírvanse manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad, con la inclusión del asunto general propuesto por el Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Trigésima Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el 27 de agosto del 2014.

Comisionados, queda a su consideración el Proyecto de Acta.

Si no existe ninguna observación.

Quien esté de acuerdo con el Proyecto de Acta, sírvanse manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobada por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación el Proyecto de Acuerdo mediante el cual se modifican y adicionan los Criterios y Metodología de Evaluación de la Información Pública de Oficio que deben de dar a conocer los entes obligados en sus portales de internet, aprobados mediante los acuerdos 1265/SO/14-11/2012 y 0810/SO/11-06/2014.

Le pediría al maestro Arquímedes, el Director de Evaluación y Estudios que proceda con la presentación del acuerdo. A quien le damos la más cordial bienvenida.
C. ARQUÍMEDES MARTÍNEZ LÓPEZ.- Gracias, buenas tardes, señores comisionados. Con su venia.

El proyecto de acuerdo que se está sometiendo a su amable consideración tiene, entre los principales considerandos, los siguientes:

Que el 07 de agosto de 2014 se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el proyecto de acuerdo por el que se reforma el Artículo 16 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Que en lo relativo a las modificaciones del Artículo 16 de la Ley de Transparencia se adicionó la fracción V que refiere a la obligación de la Asamblea Legislativa de publicar el texto íntegro de las leyes que han sufrido reformas, adiciones, derogaciones o abrogaciones.

Que la reforma al Artículo 16 de la Ley de Transparencia implica modificaciones y adiciones en la Información Pública de Oficio que debe de difundir en su portal de internet la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, misma que ha sido generada en ejercicio de sus atribuciones y funciones.

Por tal motivo, es fundamental que el InfoDF actualice los documentos normativos necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones en congruencia con las disposiciones establecidas en las reformas de la ley en comento.

Que se abrió un espacio de análisis y recepción de observaciones a la primera versión generada por la Dirección de Evaluación y Estudios, respecto al proyecto de modificaciones y adiciones a los Criterios y Metodología de Evaluación.

Derivado de este proceso se recibieron las observaciones emitidas por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, mismas que se tomaron en cuenta en la propuesta, materia del presente acuerdo.

Que derivado de lo anterior, se proponen modificaciones y adiciones a los Criterios y Metodología de Evaluación para quedar como sigue:

Se modifica el título del apartado relacionado con el Artículo 16 de la Ley de Transparencia para quedar como:

Criterios de Evaluación de la Información de Oficio que deberá de publicar específicamente la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y la Auditoría Superior de la Ciudad de México.

Se modifican los criterios relacionados con la fracción V del Artículo 16 de la Ley de Transparencia.

Que por otra parte, mediante el acuerdo 1109/SO/13-08/2014 se actualizó el Padrón de Entes Obligados al cumplimiento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, por lo que, en consecuencia, igualmente resulta necesario actualizar la tabla de aplicabilidad con la relación de artículos y fracciones que debe publicar cada ente obligado del Distrito Federal, que forma parte de los Criterios y Metodología de Evaluación.

Que las actualizaciones que son necesarias incorporar a la tabla de aplicabilidad de los Criterios y Metodología de Evaluación consisten en lo siguiente:

Adicionar los siguientes entes obligados:

Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación; Agencia de Gestión Urbana de la Ciudad de México; Autoridad de la Zona Patrimonio Mundial, Natural y Cultural de la Humanidad en Xochimilco, Tláhuac y Milpa Alta; Fideicomiso Fondo para el Desarrollo Económico y Social de la Ciudad de México; Fideicomiso Público de la Zona Santa Fe y Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal.

Asimismo, se eliminan los siguientes entes obligados porque ya fueron dados de baja en otro momento:

Fideicomiso Central de Abastos de la Ciudad de México; Fideicomiso Fondo de Apoyo a la Educación y al Empleo de las y los Jóvenes del Distrito Federal; Instituto de Ciencia y Tecnología del Distrito Federal e Instituto para la Atención de los Adultos Mayores del Distrito Federal.

Y se modifica la denominación de dos entes obligados, que ya teníamos conocimiento en la última actualización del Padrón, que son:

Secretaría de Transporte y Vialidad por Secretaría de Movilidad.

Y Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal por Auditoría Superior de la Ciudad de México.

Por lo antes propuesto, se propone:

Primero. Se aprueban las modificaciones y adiciones a los Criterios y Metodología de Evaluación de la Información Pública de Oficio que deben de dar a conocer los entes obligados en sus portales de internet, en términos de los considerandos 15 y 17 en materia del presente acuerdo y en el caso de la tabla de aplicabilidad, además, conforme al documento que como anexo forma parte integrante del presente acuerdo.

Segundo. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a quien le corresponde atender, entre otros, el Artículo 16, fracción V de la Ley de Transparencia deberá de cumplir con los Criterios y Metodología de Evaluación modificados y adicionados mediante el presente acuerdo en un plazo de 30 días hábiles, contados a partir del día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

Tercero. Se instruye a la Dirección de Evaluación y Estudios para que, con base en las modificaciones y adiciones en los criterios aprobados por el presente acuerdo, realice en el mes de octubre de 2014 una evaluación diagnóstica respecto de los criterios modificados y adicionados, específicamente en el Artículo 16, fracción V de la Ley de Transparencia y que forma parte de la Información Pública de Oficio que debe publicar la Asamblea Legislativa del Distrito Federal en su portal de internet.

Lo anterior, sin perjuicio de las evaluaciones programadas a todos los entes obligados.

Cuarto. La Dirección de Evaluación y Estudios comunicará el contenido del presente acuerdo a los titulares de los entes obligados.

Quinto. Instrúyase al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar el presente acuerdo en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y de forma íntegra en el portal de internet de este Instituto.

Sexto. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

Y simplemente concluiría esta exposición, para también darles a conocer que antes de la modificación el total de los criterios que estábamos manejando en los Criterios y Metodología de Evaluación era de mil 919 criterios y que después, en su caso de ustedes aprobar esta modificación, quedaría en un total de mil 921 criterios. Esto es, se adicionan dos criterios sustantivos al total de los criterios con los cuales evaluamos al total de los sujetos obligados, con base a estos documentos normativos.

Está a su amable consideración, señores comisionados.

Es cuanto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Señores comisionados, ¿no? Nada más el comentario.

Como bien lo comentó el Director de Evaluación, el maestro Arquímedes, estamos simplemente dando acuerdo, seguimiento a la reforma que hubo en la Ley de Transparencia.

Y simplemente estamos actualizando, como lo hemos hecho con el tema de los entes obligados que se han ido dando de baja, se han ido modificando los nombres y como viene (13.08) una aprobación de reforma a la Ley de Transparencia, final…, y que repercute en la Asamblea Legislativa, es lo que estamos adecuando los criterios, la tabla, que son la herramienta que tiene el InfoDF para medir el tema de los portales de transparencia.

Entonces, de no existir.

El Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Siempre sí creo que vale la pena mencionar que esto es parte de las actividades del Instituto, de la actualización que constantemente hace, por una parte del padrón, lo cual es muy importante para la ciudadanía saber que el Instituto da seguimiento al cumplimiento de obligaciones de todos los sujetos obligados que reúnen los requisitos para estar en esa circunstancia como sujetos obligados de, valga la expresión, de la Ley de Transparencia y de Protección de Datos Personales.

De esta manera, digamos, que no hay un solo centavo del presupuesto público del Distrito Federal que no esté considerado en el ejercicio de todos los sujetos obligados porque tenemos siempre al 100 por ciento, ya desde hace algunos años hemos venido manteniendo un seguimiento, una vigilancia de que siempre estén incorporados estos sujetos obligados.

Y también, por otra parte, pues da cuenta esta actividad, este acuerdo que estamos aprobando, pues da cuenta de la dinámica tan virtuosa que se tiene el Distrito Federal en materia de las reformas a la ley.

Recordemos que el Distrito Federal desde la promulgación de la Primera Ley de Transparencia a la fecha ya lleva como 13 o 14 reformas, en tanto que hay muchos estados de la República y la misma Ley Federal, que solamente ha tenido una reforma o algunas de ellas no han tenido ni siquiera ninguna reforma.

Esto ayuda porque estamos atentos, tanto Instituto como legisladores, a ver las mejores prácticas en la elaboración de leyes y en cuanto hay una modificación, ya lo hemos dicho muchas veces, el Instituto, el InfoDF tiene el catálogo de información de oficio más grande de todo el mundo, ha ido desde 2007 a la fecha en un progresivo incremento que pasó de 127, por ahí de 2007, a tener ahorita, como lo acaba de decir nuestro Director, mil 921 criterios de evaluación.

Lo cual significaría, en términos coloquiales, para poner una analogía que antes el examen para pasar las obligaciones de transparencia eran de 127 preguntas y ahora son de mil 921. Lo cual, bueno, es de una mayor exigencia y nosotros esperamos dar el acompañamiento suficiente a todos los entes para que con esa exigencia acreciente cada vez, este acompañamiento del Instituto sirva para que se conserven los altos estándares de cumplimiento de las obligaciones de oficio.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Si no existe ningún otro comentario.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con la aprobación de este punto de acuerdo, sírvanse manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, que consiste en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los Proyectos de Resolución de los Recurso de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a datos personales.

Por lo que solicito la aprobación del Pleno para que el licenciado Luis Sánchez Caballero Rigalt, encargado de despacho de la Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo proceda —primero le damos la bienvenida— a la exposición correspondiente.

C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT, DIRECTOR JURÍDICO.- Buenas tardes. Con su venía.

El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal, el expediente es el RR.SDP.0045/2014. 

La solicitud son copias certificadas de los siguientes documentos: parte informativo de 19 de diciembre de 2008, oficio de 19 de diciembre de 2008, oficio de 21 de diciembre de 2008, oficio de 05 de marzo de 2009 del dictamen de invalidez total y permanente y de la fatiga de asistencia del 18 de diciembre de 2008.

El ente público respondió en relación a los primeros dos documentos que se entregan fojas simples por contener datos personales, los documentos cuarto y quinto no se localizaron después de una búsqueda exhaustiva en el sistema de control de personal y el expediente personal de la recurrente ni en los archivos del Sector 56, por lo que no se entregaron.

Se proporcionaron dos copias certificadas del dictamen de invalidez total y permanente y la fatiga de asistencia del 18 de diciembre del 2008 se encuentra bajo del resguardo de la Coordinación General de Seguridad Pública de la Delegación Iztapalapa, por lo que se indica a la recurrente que deberá realizar directamente la solicitud a dicha delegación.

Recurso de revisión: el particular se manifestó que le causa agravio el que no se le entregara la información como la solicitó.

Consideraciones del proyecto: del estudio a la respuesta a la solicitud de datos personales, así como de las constancias que obran en el expediente se desprende que el ente público debió entregar las copias certificadas de los dos primeros oficios sin testar dato alguno, por no ser datos personales que deban ser resguardados.

Respecto a los documentos de los requerimientos 3 y 4 el ente omitió realizar el acta circunstanciada de no localización, referida en el Artículo 32 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal.

Finalmente, debió realizar la búsqueda y, en su caso, entregar la fatiga de asistencia y para el caso de no encontrarse en su sistema de datos personales, instrumentar el acta circunstanciada.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Señores comisionados, queda a su consideración el proyecto, ¿ninguno?

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el sentido de la resolución, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal, el expediente es RR.SDP.0047/2014.

La solicitud son copias certificadas de cuatro oficios del ente, del escrito de petición del particular del 10 de marzo del 2014 y de su parte informativo del 09 de octubre de 2012.

Respuesta: el ente público proporcionó las copias certificadas del punto 1 en atención a los numerales 2, 3 y 4, señaló que no son documentos que obren en el expediente personal del recurrente, por lo que no son susceptibles de ser entregados a través de una solicitud de acceso a la información.

Finalmente, respecto a los documentos 5 y 6 proporcionó dos copias simples testadas, debido a que contienen datos personales de terceros.

Recursos de revisión: la particular señaló como inconformidad que no se le entregó toda la documentación completa y debidamente certificada como la solicitó, negándose la información y causando perjuicio a sus derechos.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a las documentales solicitadas se determinó que respecto al requerimiento 1 fue atendido puntualmente por el ente público. 

En relación a los requerimientos 2, 3 y 4 se advirtió que la particular no solicitó el acceso a sus datos sino que utilizó la vía de acceso a datos personales para obtener documentos personales de terceros que obran en poder del ente público.

En requerimiento 5 se determinó que el ente cumplió con la obligación de proteger los datos personales de terceros al testar los mismos, pero que testó datos no confidenciales, motivo por el que se debe volver a entregar, testando únicamente los de terceros.

Y finalmente, respecto al requerimiento 6 se determinó que los datos personales que fueron testados pueden ser divulgados, por lo que el ente público se encuentra en posibilidad de proporcionar dicha documental en copia certificada.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados, queda a su consideración.

Aquéllos que estén de acuerdo con el sentido de la resolución, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- Ente público: la Policía Auxiliar del Distrito Federal, el expediente es RR.SDP.0050/2014.

Solicitud: es copia de un expediente personal y nueve requerimientos relativos a oficios emitidos por el ente público.

Respuesta: el ente público puso a disposición del particular diversos documentos en copia certificada, en copia simple y respecto de un memorándum informó que después de realizar una búsqueda exhaustiva en los archivos informáticos, documentales, sistema de control de personal y en el expediente personal del peticionario no se desprendía la localización de los documentos solicitados, encontrándose imposibilitado jurídica y materialmente para proporcionarlo.

Recurso de revisión: el particular se inconformó porque no se hizo entrega del memorándum 188 de fecha 25 de marzo del 2014, documento que con anterioridad tuvo a la vista, mismo que se encontraba dirigido al Subdirector de Recursos Humanos de la Corporación.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a la normatividad aplicable en relación con la respuesta dada por el ente público se determinó que la Corporación al momento de responder en relación al memorándum solicitado, dejó de observar lo establecido en el último párrafo del Artículo 32 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, para declarar la no localización de la documental referida, resultando en consecuencia fundado el agravio hecho valer.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Queda a su consideración, señores comisionados, el proyecto presentado.

De no haber ninguna observación.

Aquéllos que estén de acuerdo con el sentido de la resolución, favor de manifestarlo.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los Proyectos de Resolución de los Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información pública.

Comisionados ciudadanos, de conformidad con el criterio establecido por el Pleno, se procederá a la votación de los proyectos de resolución que han sido reservados por algún comisionado ciudadano.

Por lo que solicito la aprobación del Pleno para que el licenciado Luis Sánchez Caballero Rigalt proceda a la exposición correspondiente.

 C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- Con su venia, señor Presidente.

Ente obligado: es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, el expediente es el RR.SIP.1165/2014.

Solicitud: cuáles son las adquisiciones consolidadas del año 2013 y 2014, quiénes son los proveedores, qué consumibles o papelería fueron adquiridos con cantidades y cómo son distribuidos en las dependencias.

Respuesta: el ente obligado informó que lo solicitado podía ser consultado en el portal de transparencia de dicho ente en la página www.m.df.gob.mx en el apartado de licitaciones públicas consolidadas 2014 y en el Artículo 14, fracción XXVII de la Ley de Transparencia.

Recurso de revisión: el particular se inconformó porque el ente obligado no proporcionó de manera completa la información solicitada, debido a que sólo refiere la página de internet donde puede buscarla, sin proporcionar los contratos, sin señalar quiénes son los proveedores.

Consideraciones del proyecto: durante la sustanciación del recurso de revisión el ente obligado emitió y notificó una respuesta complementaria en la cual atendió cabalmente la solicitud de información, pues dio respuesta a cada uno de los requerimientos formulados por el particular. Por lo tanto, se actualizaron los requisitos exigidos por el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

Sentido del proyecto: sobreseer el recurso de revisión.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Señores comisionados, el presente proyecto fue reservado por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le otorgamos el uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, en contra de sobreseer el recurso de revisión al considerar que no se actualizan los supuestos previstos en el Artículo 84, fracción IV de la Ley de Transparencia con apoyo en lo siguiente:

Por medio de su solicitud el particular formuló cuatro contenidos de información relacionados con adquisiciones consolidadas por parte de la Oficialía Mayor, quien en respuesta remitió al ahora recurrente a un link que contiene las licitaciones públicas del 2014.

Ahora bien, durante la sustanciación del recurso de revisión el ente emitió una respuesta complementaria con la que intentó satisfacer la solicitud de información; sin embargo, un servidor considera que contrario a lo que se argumenta en el proyecto no es posible tener por satisfecho el requerimiento, ya que si bien la Oficialía Mayor de manera fundada y motivada expone que puso a disposición del particular, en consulta directa, un disco compacto que contiene la información requerida, ya que por su tamaño no la puede enviar por correo electrónico. 

No debe perderse de vista que este Instituto no cuenta con el grado de convicción suficiente para determinar que el particular ya tiene la información; es decir, en el expediente no hay constancia alguna que permita determinar fehacientemente que el particular consintió el cambio de modalidad y se presentó en la Oficina de Información Pública del ente para recoger el CD que se puso a su disposición.

En consecuencia, se estima que no es posible tener por satisfechos los requisitos previstos en el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia, por lo que se sugiere que el sentido de la resolución sea revocar la respuesta impugnada.

Para realizar el ajuste propuesto es necesario que se argumente que la respuesta impugnada es contraria a lo dispuesto por el Artículo 2 de la Ley de Transparencia, ya que el ente no apegó su actuación a los principios de legalidad, certeza jurídica, información y celeridad.

Lo anterior se considera así porque al emitir su respuesta la Oficialía no atendió lo previsto por el Artículo 54 de la ley de la materia, que establece que los entes tienen la obligación de dar acceso en la modalidad solicitada, estando en posibilidades de que si la detentan en medio electrónico pueden indicar una dirección electrónica.

Sin embargo, el mismo artículo es claro en establecer que esta opción no exime a los entes de entregar la información solicitada.

En ese sentido, es evidente que el ente obligado no cumplió con el principio de exhaustividad, previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de Aplicación Supletoria a la ley de la materia, ya que se limitó en indicarle al particular un hipervínculo en donde podría encontrar la información de su interés sin entregarle lo requerido en la modalidad pedida o en una diversa.

Por lo anterior y considerando que a través de la respuesta complementaria el ente concedió en CD en consulta directa, se le debe ordenar que previa justificación del cambio de modalidad concede al recurrente la información solicitada, ya sea en consulta directa o en disco compacto, previo pago de derechos.

Finalmente, se sugiere que el plazo para el cumplimiento de la resolución sea de cinco días.

Es cuanto.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Señores comisionados, está a su consideración la reserva expuesta por el Comisionado Sánchez Nava.

El Comisionado David Mondragón solicita la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, gracias.

Yo aquí, por lo que acaba de expresar el Comisionado Sánchez Nava, lo que veo es, pues una imposibilidad en principio del ente de cumplir con la modalidad de la respuesta, no es posible por el tamaño de la información que le hubiera sido enviada por INFOMEX o incluso por correo electrónico.

Porque como todos sabemos, el INFOMEX tiene un límite de seis megas, me parece, seis megas para enviar información y lo que le están ofreciendo y además por lo que se ve en la pregunta, pues la información que está solicitando es bastante amplia y obviamente le está ofreciendo un CD.

Creo que sí es el caso nada más de la modalidad, si no hay más que eso, porque si se checó, digamos, el contenido del CD y entonces se determinó que no se cumplía con toda la información que era solicitada, pues creo que ahí sí estaríamos en otro caso.

Pero si estamos hablando únicamente de la modalidad, creo que debemos de ser sensibles a que haya una imposibilidad material para cumplir esa modalidad y como bien sabemos, uno de los principios de la ley, pues es que nadie está obligado a lo imposible, no era factible que el ente le enviara la información.

Se la puso a disposición mediante un, según la narración del Comisionado Sánchez Nava, si bien entendí, a disposición del disco compacto y después la ofreció también en una modalidad de un vínculo electrónico para que a partir de ahí la bajara.

Yo en mi opinión personal, pues yo creo que en las dos circunstancias está respondiendo con una respuesta, está enviando la información en una complementaria y con eso satisface y por eso el proyecto del jurídico de sobreseer por entrega de la información en el inter de la resolución del recurso.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Atendiendo básicamente a lo que ha expuesto, tanto el Comisionado Sánchez Nava en su reserva como lo que nos plantea en este momento el Comisionado David Mondragón, creo que vale la pena acá sí ir perfilando un poco el asunto del criterio, porque es cierto, ahí tenemos a veces un impedimento técnico, precisamente, para la entrega de la información, cosa que no exime, precisamente, a los entes de justificar el cambio de modalidad, porque eso, finalmente se debe de establecer.

Y segunda, me parece que lo establece el Comisionado Sánchez Nava y yo estoy de acuerdo con él, es el asunto de la certeza; es decir, hay una complementaria, se la pone en consulta directa, es un CD que rebasa las capacidades tecnológicas que se tienen para ponérsela por medio electrónico, el problema es que no tenemos certeza de que finalmente el recurrente o la recurrente tenga la información.

Y me parece que una de las cosas que vale la pena que este Pleno discutamos es el asunto de la certeza, en términos de que la persona tenga la información. No tanto el asunto de la modalidad, en este caso no tenemos certeza de que la información le haya llegado a la persona.

Por lo tanto, estamos planteando el asunto de que la respuesta se pueda revocar, ya se tiene y simplemente en el cumplimiento nosotros tengamos la certeza de que la persona va a recibir la información, ése es, digamos, el caso que se plantea.

Creo que acá lo que se abre es la interrogante de en qué momento nosotros vamos a validar una entrega de información, cuando venga una complementaria se entregue, pero no tengamos ningún elemento que nos permita tener, precisamente, claridad que la información se le ha dado a la persona. Ése es el tema.

Y creo que en ese sentido y simplemente abonando en términos de cumplir básicamente con garantizar el derecho, me parece que en éste, en este caso sí necesitamos, precisamente, tener certeza de que le entreguemos la información a la persona.

Por eso la propuesta del Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, si, la (31.16) veo bien, en términos de poder revocar, darle certeza y además que haga, pues las justificaciones del cambio de modalidad, que son de suyo obvias, la cuestión tecnológica, pero sobre todo, pues que la gente tenga la posibilidad de acceder a la información que está solicitando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más para complementar lo que dice el Comisionado Mucio y para que quede muy claro. La solicita de manera electrónica, no cabe la información, la manda en CD.

Lo que no sabe el Instituto, no tenemos la certeza como sí en otras ocasiones que se asienta que ya acudió a la Oficina de Información Pública y se le pone en consulta directa y ya recibió la información, esa constancia no la tenemos, simplemente que se puso a disposición el CD, no sabemos si lo fue a recoger y tampoco sabemos el contenido de la información del CD.

Como no tenemos esa certeza, lo que nosotros estamos haciendo es garantizarle el acceso a la información al ciudadano, para que quede un poquito más claro.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias.

Sí, ahí yo separaría la problemática en dos partes: una, la primera sobre la certeza de si se entregó la información solicitada, creo que en la sustanciación del recurso y en el informe de ley, pues nuestro Jurídico debería de tener certeza de que se entregó la información y solamente en ese caso podemos sacar ese criterio, ese procedimiento, solamente cuando el Jurídico tenga certeza de que la información solicitada es la que se puso a disposición, pues entonces nos presenta el proyecto de sobreseer, porque no puede presentarnos un proyecto de sobreseer cuando nadie sabe si efectivamente se le entregó. Es un asunto de procedimiento que se puede arreglar por su lado.

Y por otra parte, respecto del cambio de modalidad, lo que yo propongo es lo siguiente:

Lo pongo en la mesa, no es para resolverlo en este momento, creo que una reunión de trabajo donde vayamos a fondo podemos resolverlo, pero en principio, lo que propongo es que cuando llegue la solicitud, si en ese momento el ente sabe que va a ser cambio de modalidad, pues obviamente tiene que entregar la respuesta y motivar y fundar el cambio de modalidad.

Una vez que no respondió el ente, como es éste el caso, en un principio no entregó la información sino solamente remitió ahí a las páginas de internet y ya vino el recurso de revisión, pues luego entonces si en el inter el ente entrega la información solicitada en otra modalidad, lo que yo propongo es que la demos por buena, porque al final de cuenta ya se cumplió el objetivo del acceso a la información, cuando también tenemos obviamente certeza de que se respondió lo que solicitó y se le dio en otro cambio de modalidad, se le dio en otra modalidad.

En ese contexto yo propongo que se sobresea, ésa es la propuesta que vamos a discutir más adelante, que se sobresea porque de otra forma, pues lo que estaríamos haciendo sería modificar o revocar para efectos, porque al final de cuenta el solicitante ya tendría la información y ya el tema de motivar y fundamentar el cambio de modalidad también sería ya para efectos, como que no le veo mucho sentido ya nuevamente a hacer trabajar al ente e involucrar nuevamente al solicitante en esta circunstancia, creo que sería más eficiente, pero insisto, no es un asunto que debamos de resolver ahora, sé que es polémico pero podemos tratarlo más adelante.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, nada más atendiendo un poco, porque yo creo que sí vale la pena el asunto de echarle una revisada, sobre todo porque nuestras áreas de Capacitación y de Jurídico que están precisamente en permanente contacto con los entes obligados a nuestra Ley de Transparencia, pues tenemos que establecer uno de los criterios.

En el caso que propone yo creo que, o sea, yo siempre he dicho: “cada caso es un caso”, porque hay veces que el agravio viene, precisamente, por modalidad, y entonces ahí no vamos a poder utilizar un criterio haciendo tabula rasa del agravio, porque el agravio puede decir: “yo te la pedí en medio electrónico gratuito y me estás poniendo cinco mil hojas a disposición”, digo, sé que por la cantidad, es un ejemplo que es muy recurrente, está bien.

Pero finalmente y si se agravia por eso tendríamos que entrar, básicamente, pues a hacer una revisión de cómo está el agravio y no solamente cumplir el asunto de los extremos del 84 4, creo que vale la pena sí discutirlo y yo digo: “cada caso es un caso”, pero en este caso que nos propone el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, me parece que es el tema de la certeza el asunto de si tiene o no el asunto de la información.

Y se abre toda una discusión, o sea, porque finalmente sé que antes la operación de la ley era, pues si la tiene el Instituto, pues dásela, en algún momento, que eso creo que ya se está corrigiendo, precisamente en el IFAI, con este nuevo Pleno, pues lo que comentaban algunos comisionados, es que básicamente las complementarias se notificaban a través del recurso de la resolución, de recurso de revisión.

Cosa que, bueno, evidentemente está raro, porque finalmente ahí no sabemos si se garantiza o no el derecho y lo pongo como ejemplo porque me parece que lo que tiene que quedar, digamos, como muy claro es el asunto de que la persona reciba el asunto de la información y que finalmente nosotros debamos de tener certeza de que en una complementaria con el cambio de modalidad se pudo haber entregado.

Y claro, en ese caso podríamos ir a una modificación, en términos de que tenemos certeza y simplemente para un asunto de efectos, pues que le justifique por qué ha cambiado la modalidad, pero creo que son casos y creo que deberíamos ir al caso por caso.

Y en éste, te digo, que básicamente más bien hay que tener la certeza y creo que en ese sentido como no subsiste nada, o sea, no estamos, digamos, validando el 84, IV en sus extremos, pues tendremos que remitirnos a la originaria y en la originaria como no hay respuesta, pues es: “entrégale la información”, ¿no? Es un poco la lógica que nos plantea Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más, pero le encomendaríamos al encargado de la Dirección Jurídica que haga un análisis, yo adelanto, digo, desde mi punto de vista es que cuando hay cambio de la modalidad y el tema de está el agravio en ese punto, siempre se tiene que fundar y motivar la razón por la cual se está cambiando la modalidad y eso es lo que le da la certeza al solicitante en el sentido porqué me la están entregando de manera diferente a como yo la solicité.

Pero bueno, es un punto de vista personal, pero de todos modos, a petición del Comisionado Mondragón le solicitaríamos para que nos hicieran un análisis.

Si no existe algún otro comentario. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el cambio de sentido, para el efecto de revocar la resolución, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- El siguiente es, el ente obligado es la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, el expediente es RR.SIP.1201/2014.

La solicitud es un acuerdo de la Comisión de Gobierno que justifica el Programa de Apoyo a la Gestión Social y exposición de motivos, así como los lineamientos y reglamentación, formato, tabulador contable, cómo se registra y se comprueba el gasto por cada legislador, forma en que se asigna cada legislador y votación y proceso de aprobación del programa antes mencionado.

En la respuesta el ente obligado atendió la solicitud, informando al particular que en el registro de sus archivos no se encontró acuerdo alguno de las comisiones de dicho ente obligado.

Sin embargo, le hace saber al particular que en la dirección electrónica del propio ente podrá consultar lo relacionado con el Programa de Apoyo a la Gestión, el cual está relacionado con la solicitud de mérito.

Recurso de revisión: el recurrente se inconformó porque le negaron la información pública, así como su derecho constitucional respecto a los requerimientos marcados con los numerales 1, 2, 3, 4 y 5, no así de los identificados con los numerales 6 y 7.

Consideraciones del proyecto: durante la sustanciación del recurso de revisión el ente obligado comunicó a este Instituto la emisión y notificación de una respuesta complementaria que hizo del conocimiento del particular, con la que atendió los agravios que el recurrente expresó en su recurso de revisión, consistente en los requerimientos marcados con los numerales 1, 2, 3, 4 y 5, por lo que no habiendo materia del presente medio de impugnación se sobresee, con fundamento en el Artículo 84, fracción V de la ley de la materia.

Sentido del proyecto: sobreseer el presente recurso de revisión.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- El Comisionado Alejandro Torres Rogelio se ha reservado el presente proyecto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Alejandro Torres, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias, buenos días, tardes, perdón.

Bueno, no estoy de acuerdo con el sentido del proyecto que se presenta, por las siguientes consideraciones:

En primer lugar la respuesta inicial del ente argumenta que lo solicitado no es Información Pública de Oficio, lo cual no justifica que no deba hacerse pública, pues hay otro tipo de información que se genera en los entes, que puede ser accesible mediante solicitudes de información pública, no sólo aquélla que está catalogada como Información Pública de Oficio y que se pública en los portales de internet.

En segundo término, el ente agrega que sólo es obligación de hacer pública la información cuando se trata de reuniones públicas y que las reuniones de la Comisión de Gobierno no los son y añade que los asuntos de la Comisión de Gobierno son de tal relevancia que no es posible atender en sentido afirmativo la solicitud, no niega la información, sólo dice que los asuntos de la Comisión de Gobierno no pueden ser públicos por su relevancia.

Esto implica, en mi opinión, una reserva de facto de todos los asuntos de la Comisión de Gobierno de una manera general para todo lo que ha hecho y para todo lo que vaya a atender la Comisión de Gobierno serían entonces ya reservados. Esto sería una reserva general.

Y para el caso concreto de esta solicitud, ni siquiera se somete al Comité de Transparencia, sino simplemente se clasifica como parte de esa canasta de asuntos relevantes, los cuales no podrían, según su criterio del ente, ser accesibles.

En tercer lugar, la información del programa —agrega— como rubros, recursos, montos, comprobación y etcétera —así dice el ente— es consultable en forma pública en la página de internet de la Asamblea y le da además un link, además de la página de internet.

Bueno, además del vínculo tendría que haberle dado la información, como ya lo vimos inclusive en un recurso anterior que acabamos de ver. Y el hipervínculo además, pues no funciona, entonces, de ninguna manera le ha dado acceso a la información.

Creo que es importante también destacar lo siguiente:

Por la respuesta que da la Oficina de Información Pública de la Asamblea Legislativa, la solicitud sólo se turnó a la Dirección General de Asuntos Jurídicos que depende de la Oficialía Mayor que es una de las unidades administrativas de la Asamblea Legislativa, depende orgánicamente de la Oficialía Mayor la Dirección General de Asuntos Jurídicos y no consta que se haya turnado a la Comisión de Gobierno para que ésta también se manifestara.

Del mismo modo, para atender lo que corresponde de esta solicitud de información pública, debió manifestarse la Tesorería de la Asamblea Legislativa, pero tampoco se advierte que se le haya turnado. Como se sabe bien, la Tesorería de la Asamblea es la encargada de dar los recursos, de expedir los cheques para las diferentes funciones de los legisladores y, en este caso, para al Programa de Apoyo a la Gestión.

En la respuesta complementaria alude el ente al Artículo 67 de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para argumentar que las reuniones de la Comisión de Gobierno no son públicas, dada la relevancia de los asuntos que trata, dice además: “y por ello no se cuenta con minutas o actas a las que se refiere el Artículo 14 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal”.

Pero ese artículo, 67 de la Ley Orgánica del Distrito Federal, no dice nada de eso y me permito leerlo, el Artículo 67 dice: “las reuniones de trabajo —se refiere a las comisiones de la Asamblea— serán públicas, excepto aquéllas que por acuerdo de la Comisión se decida que serán privadas y preferentemente no deberán sesionar los días que exista Sesión de Pleno, a menos que se trate de un asunto urgente” y ya lo demás es cómo se van a citar y todo, no tiene nada que ver, no es ésa la interpretación, la aplicable en consideración.

Si bien dice que no hay minutas o actas y tampoco hay un acuerdo de la Comisión de Gobierno que autorice y justifique el programa, entonces debió orientar al ciudadano para aclarar cuál es el instrumento o el documento jurídico que permite llevar a cabo dicho programa, porque como bien sabemos, no se inventa un programa así nada más, sobre todo cuando están de por medio recursos públicos.

Debió operar a partir del mandato de alguna instancia competente de la Asamblea Legislativa, si no fue la Comisión de Gobierno entonces qué otra instancia de la Asamblea Legislativa lo autorizó, lo puso en marcha, porque como ya dije, ya están involucrados recursos públicos.

El programa existe y así lo admite expresamente la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y señala y cito textual: “que la comprobación semestral se encuentra en integración al momento de la solicitud”, hasta aquí la cita, entonces sí hay una comprobación semestral. 

Y si la hay es porque algún tipo de reglamento o de reglas o de lineamientos, como lo solicita la persona, lo ordena así, podría ordenar tal vez otra periodicidad para la comprobación y es este documento el que tendría que entregar en cumplimiento de los principios de máxima publicidad y de orientación al ciudadano, orientación y asesoría al ciudadano, pues no olvidemos que además de preverlo la ley es una característica de este derecho, es decir que el solicitante no tiene que ser un especialista ni contratar abogados para solicitar información, pues los entes deben conducirse con esos principios y además también el de buena fe.

No se puede dar por válida la respuesta complementaria, pues como se señaló, se afirma que no se tiene el acuerdo solicitado, pero no se tomó, no se tomó a otras instancias, no se turnó, perdón, a otras instancias, como la propia Comisión de Gobierno o a la Tesorería de la propia Asamblea para que ambas de manifestaran.

Y tampoco se le orienta para decirle al ciudadano cuál es el documento o instrumento jurídico por el que se crea, se justifica el programa y el programa, como ya vimos, existe y además ejerce recursos públicos expresamente admitidos por el ente. De hecho hay boletines incluso de prensa.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Perdón, señor Comisionado, está concluyendo el tiempo.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo también ya estoy concluyendo.

Llama la atención que se sobresea por la fracción V del 84, argumentando que desaparecen las causales de la queja y no la fracción IV que exige en primer término atender la solicitud de información, toda no solamente una parte.

Además la respuesta complementaria propicia incertidumbre, no da certidumbre jurídica, pues al contrario de su respuesta inicial ahora dice que no la tiene, pero antes dijo que los asuntos de la Comisión de Gobierno, como el que solicitaba, era relevante y por lo tanto no eran públicos, con lo cual se infiere que el documento existe y se clasifica, pero ni siquiera hubo un Comité de Transparencia.

Finalmente, creo que además no está cumpliendo con los principios que se establecen, inclusive en la propia reforma constitucional —con esto concluyo— el Artículo 6°, apartado A, párrafo primero dice, en ya casi la última parte del párrafo: “los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información”.

Por todo ello es que creo, no podemos dar por válido la respuesta complementaria ni la respuesta inicial, creo que debe ser revocar más bien.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Está a su consideración la reserva propuesta por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, señores comisionados.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más un comentario, nosotros lo revisamos el tema jurídico y el tema jurídico es que esto atiende al agravio, ¿qué significa que esto está atendiendo al agravio? Si bien es cierto que en las sesiones de la Comisión de Gobierno, digamos, no todas las sesiones de la Comisión de Gobierno son públicas, pueden ser sesiones privadas, lo cual no significa —y hay que aclararlo— que la información que se ha contenido de la Comisión de Gobierno sea privada, digamos, ésa es la diferencia.

En cuanto, aquí se agrava de que, el agravio dice: “es que son públicas”, pues no, las sesiones no son públicas y entonces nosotros revisamos que los acuerdos, actas que lleva la Comisión de Gobierno, no tenemos ningún indicador que los deba de tener la Comisión de Gobierno, ahí está el tema, entonces nosotros no podemos obligar a que entregue esa información porque no tenemos, no hay una reglamentación que diga que esas actas las deba de contener la Comisión de Gobierno. Entonces, atendiendo al agravio queda sin materia el recurso.

Ése es el tema.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, ya hemos tocado varios recursos similares a éste, en donde el solicitante da una información muy precisa, dice: “quiero conocer el programa de trabajo de tal área” y entonces el ente responde: “no existe el programa de trabajo de tal área, existe el POA general y de alguna forma las actividades, etcétera, justifican pero no existe el programa”.

Yo creo que éste es uno de esos casos, porque si simplemente hubiera requerido información genérica, de decir cuánto se le da a los legisladores, cada cuándo comprueban, etcétera, etcétera, pues esa información ya existe y está en el portal, de hecho está en la fracción correspondiente de las obligaciones de la Asamblea Legislativa y por eso no en primer lugar lo conducen, aunque bueno, alguna falla hubo ahí pero finalmente, digamos, que había voluntad, no fue lo más adecuado orientarlo al portal, pero finalmente sí existe una disposición.

Y como es muy específica la pregunta, pues la respuesta me parece que ha lugar, o sea, está bien hecha la respuesta porque dice: “no existen esos documentos” y también muchas veces podemos nosotros entender que hay cierta parte de la operación y el ejercicio de algún ente obligado en donde no existe programas o reglamentos o lineamientos, tal cual los está pidiendo el solicitante, ¿no?

Entonces, si los pide de otra forma yo creo que sí podríamos considerar, yo en mi punto de vista podría considerar como válidos los argumentos que presenta el licenciado Alejandro Torres, el Comisionado, pero dado que hace la información una petición tan específica y eso no existe, creo que la respuesta, la complementaria, la que atendió después y la forma en como está el recurso, creo que nos da para sobreseer por la fracción V.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- El Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero en primera ronda.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Bien, creo que, o sea, hay toda una serie de cosas en torno a la naturaleza de los acuerdos de la Comisión de Gobierno y un poco en la exposición que seguía atentamente por parte del Comisionado Alejandro Torres y me parece que habría, cuando menos tres cosas que decir:

Primero, que la naturaleza de la Comisión de Gobierno es una naturaleza específica, porque es el órgano, digamos, de conducción administrativa de la Asamblea Legislativa y digamos, de conducción legislativa, de la esencia de esto y que la Comisión de Gobierno no es una Comisión dictaminadora, es decir, no emite una serie de dictamines y no emite una serie, digamos, pues sí, de documentos que salgan de la propia Comisión, como sería un dictamen de cualquier otra Comisión y que me parece que ese dictamen tendría que ser, eminentemente, público, ¿no?

Segundo, que por esas características y a mí me parece que la respuesta que da de manera complementaria, que ahí tiene un matiz respecto al anterior, ¿por qué? Porque acá lo que dice el área respectiva, que es la Dirección General Jurídica, de manera contundente es no se producen acuerdos de ese tipo o ese acuerdo, cuando menos, de la Comisión de Gobierno no existe, o sea, creo que lo hace de manera contundente.

Y porque además, la Comisión de Gobierno tiene características específicas, o sea, desde hace cuando menos cuatro legislaturas no hay versiones estenográficas, no hay acuerdos por escrito y no hay una serie de cosas. 

Habría que decir que esa situación también no es un asunto en donde creo que por la naturaleza del tema deberíamos de avanzar en el tema, lo hemos estado haciendo, de hecho, digamos, el Pleno del Instituto preocupado por estas cosas hemos venido intentando generar una serie de mecanismos que permitan, precisamente, tener una serie de indicadores de lo que se produce en Comisión de Gobierno y cómo aterriza, precisamente, en las áreas operativas de la Asamblea.

Que ahí finalmente se refleja todo el asunto del presupuesto y de los mecanismos de los dineros públicos, que me parece que sí deben de estar, pues digamos, muy visibles.

Y además como bien dice el Comisionado David Mondragón, porque finalmente si alguien sabe de evaluación es el Comisionado David Mondragón, pues que se cumpla y hasta se cumplen con las prerrogativas de los grupos parlamentarios, que es, digamos, ha sido el paso que ha dado esta Asamblea en términos de plantear el asunto de los grupos parlamentarios.

Y coincido también con el tema que plantea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, en donde básicamente el agravio está dado por el tema del acuerdo y si de manera particular, no es que esté bien o esté mal, sin ninguna valoración lógica de verdad o falsedad, el área dice: “no lo tengo”, de dónde vamos a sacar el tema del acuerdo, o sea, a mí me preocupa para el tema del cumplimiento.

Sé que se refiere a un Programa de Apoyo a la Gestión y ese Programa de Apoyo a la Gestión, por supuesto, lo que dice en la respuesta es, o sea, sí está, sí se tiene, sí hay una contabilidad, sí hay un seguimiento, pero por el asunto semestral no está visible, o sea, en el momento en que hubo la solicitud no está.

Tenemos un pequeño problema jurídico acá, porque finalmente, creo que con la respuesta complementaria se está extinguiendo el acto que le dio origen al recurso, por eso vamos por la quinta.

Sé que queda esta parte del asunto del Programa de Apoyo a la Gestión, sé que a la mejor a este momento que estamos resolviendo, pues la contabilidad ya está.

Sin embargo, con un asunto de sobreseimiento no podemos ni siquiera conminar de manera amigable a la Asamblea, a que se pueda finalmente dar el tema de la contabilidad. 

Creo que a la mejor lo que pudiéramos hacer es por fuera recomendarle, o sea, por fuera del recurso que pudiera dar, finalmente si lo tiene, el asunto de esta programación semestral del Programa de Apoyo a la Gestión, que además seguramente debe estar ya en la Información Pública de Oficio, porque además como es dinero público en un programa, debe estar ya subida, básicamente, en el asunto del portal.

Creo que por estas razones y como está planteado el asunto del recurso, me parece que la quinta, que es en caso contrario de lo que vimos anterior, porque finalmente en el otro no teníamos certeza de que le entregara la información pero la información estaba, o sea, sí sabemos que hay un CD.

En este caso no tenemos certeza de que hay un acuerdo específico de la Comisión de Gobierno para que se pueda entregar —termino— y el área correspondiente, que es la Dirección Jurídica, ha planteado, pues que no lo tiene, por la propia naturaleza de la propia Asamblea. 

En ese sentido sólo quedaría la ruta ésta de conminar por fuera del recurso y que ya han pasado seguramente el plazo para la contabilidad, pues que lo pueda conminarle, pues, amistosamente a que lo pueda hacer, porque el recurso como lo estamos resolviendo, no hay forma de sobreseer y decirle, pues que entregue esa parte que no sabemos cómo está.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- En segunda ronda el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Retomo particularmente esto último que ha dicho el Comisionado Mucio Israel, sobre todo por los plazos que han transcurrido, ¿no? Porque de hecho hay un par de boletines inclusive de la Asamblea en donde un par de legisladores señalan, efectivamente, sobre la periodicidad, incluso uno de ellos, Cuauhtémoc Velasco, si no, sí, exactamente, el diputado Cuauhtémoc Velasco incluso, que es el coordinador del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, él señala que ya había entregado el 10 de julio el informe semestral, de hecho, de ese Programa de Apoyo a la Gestión.

Entonces, puede sí funcionar el exhorto por fuera, pero también el solicitante, no olvidemos que el solicitante tiene en todo momento su derecho para hacer una nueva solicitud y presentar una nueva solicitud.

Y quisiera ya nada más reiterar los argumentos que he expresado y mi convicción de que la Asamblea Legislativa sí puede dar respuesta, sí puede dar atención a esta solicitud.

Si bien la naturaleza de la Comisión de Gobierno -el Comisionado Mucio Israel la conoce perfectamente, también yo la conozco- no es una dictaminadora, efectivamente, pero por ello se rige por acuerdos. Sabemos y de hecho hay antecedentes en los que se solicitaban acuerdos y se entregaron y así funcionaba, en acuerdos.

Y luego, nos manifiesta el ente, a la persona, que tampoco hace minutas o actas de sus sesiones, lo cual pues es contrario a lo que establece la reforma constitucional, que como señalé el Artículo 6°, apartado A, párrafo I, pues dice que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias y funciones.

Más tratándose precisamente de la Comisión de Gobierno que es la que como bien señaló, pues tiene sobre sus hombros, por decirlo así, la cuestión del uso de los recursos públicos de la Asamblea también, además de la propia tarea sustantiva que es legislar. Y es precisamente una instancia en la cual salen precisamente estos lineamientos o justificaciones, decisiones finalmente para llevar a cabo determinadas acciones en el ámbito legislativo.
Una de ellas es la gestión, que además es muy válido dedicar recurso a ello, los legisladores tienen además por ley la obligación de hacer gestión social y es muy saludable que además se transparenten esos recursos.

Yo recuerdo que en otras ocasiones sí lo han señalado, cuántos recursos se les ha destinado por ejemplo a los módulos que es también un área de atención a los ciudadanos.

Entonces, creo conveniente que la Asamblea pues sí avance hacia esta transparencia de estos recursos, de cómo los está ejerciendo y sea de alguna manera congruente precisamente con el discurso que ha venido manejando en los últimos meses. De hecho en el curso de esta legislatura ha insistido mucho en ello; yo creo que es saludable para todos que lo haga.

Yo reitero mis argumentos en contra del proyecto, yo creo que debe ser revocar.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- ¿Algún otro Comisionado en segunda ronda?

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, o sea, nada más un, yo me abocaría al tema de la complementaria y por lo cual estamos sobreseyendo y aquí sí hay un señalamiento claro donde se señala que no se cuenta con minutas o actas a la que hace referencia el Artículo 14, ya vimos que no tiene y aparte lo está manifestando el propio ente.

Luego habla, dice: “No obra con acuerdo de Comisión de Gobierno alguno que autorice, justifique al Programa de Apoyo a la Gestión Social o similares en virtud de ser información que no se genera, administra”. Ya lo dijo y habla en el tercer apartado, dice que a la fecha en que se formuló la solicitud, no se contaba con el programa de apoyo porque éste se va actualizando cada seis meses, dice: “al momento de la solicitud de la información”.

Entonces, y ése es, digamos, este órgano, este Instituto se tiene que circunscribir a lo que nos marca la norma; no podemos dar información, obligar, información que fue generada posterior a una solicitud de información, nos tenemos que circunscribir jurídicamente al momento que se realiza la solicitud de la información que fue en el mes de mayo.

Si bien, hay una declaración ahí en el mes de julio, también nosotros tenemos que ver y no violentar el tema de los procedimientos y por eso es que, es procedente la propuesta que hace el Comisionado Mucio, porque sí ya existe, bueno, pero en el recurso no lo podemos hacer, para no violar el tema jurídico procedimental, hacerlo de manera, a través de un oficio, que ya que lo contiene pues se le entregue esa información.

Es cuanto.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- El Comisionado Alejandro Torres, en tercera ronda.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- De la primera parte de su intervención, yo le preguntaría entonces, ¿cómo es que Tesorería va a soltar un solo peso para cualquier cosa si no tiene por escrito la orden de darlo? Y además, ¿cómo se justifica que sean semestrales las comprobaciones?, ¿por qué no trimestrales?, ¿por qué no mensuales?, ¿por qué no diarias? Debe haber algo, un documento.

Y la segunda parte, la solicitud no se circunscribe solamente a la parte de la comprobación, por lo que dice, de que al momento de la solicitud no se tenía esa información. Perfecto, esa parte nada más podría justificarse así, bueno pues al momento de la solicitud no se tenía la comprobación semestral, pero la solicitud es mucho más amplia que eso; entonces, lo que está preguntando la persona, está pidiendo el acuerdo a la Comisión de Gobierno por el cual se genera ese programa.

Bien, le dicen que no hay acuerdo, pues en el principio de máxima publicidad primero, en el de orientación y asesoría también a los solicitantes en segundo término, debió decirle entonces cuál es el instrumento jurídico por el cual se determina el Programa de Apoyo a la Gestión Social y que Tesorería de la Asamblea, precisamente, por ese documento, instrumento jurídico es efectivamente que expide los recursos.

Por eso es que también insistía yo en que debía haberse turnado a Comisión de Gobierno para que lo orientaran y lo asesoran al solicitante, si no era un acuerdo, minuta, acta, entonces qué es y también a la Tesorería porque ella es la que recibe la orden, la instrucción de dar el recurso.

Entonces, también podría haberlo dado y probablemente hasta el Comité de Administración de la Asamblea podría tener injerencia. Creo que esas tres instancias serían las competentes para turnar la solicitud.
Y finalmente, remato nada más destacando eso, que restringir toda la interpretación a la parte del agravio me parece inadecuado, más cuando hay una expresión que dice que los asuntos de Comisión de Gobierno son de gran relevancia y por lo tanto no son públicos. Eso me parece inaceptable, es contrario totalmente a lo que es la transparencia y el acceso a la información pública al derecho que nosotros debemos garantizar.

Y más todavía cuando dice: y además no, y por ello, porque son relevantes no se generan minutas ni actas, pues peor porque desde la Constitución se mandata documentar todos los actos de la autoridad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más el tema de los criterios, lo que acabamos de pasar el tema de los criterios son criterios establecidos por el InfoDF. Entonces, si te dice que es semestral, pues es semestral y si necesitamos adecuar; por alguna razón debe de ser semestral, por alguna razón se estableció, pero si se tiene que modificar, se modifica, pero eso es a discusión de este Pleno.
Nada más eso.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Si se considera suficientemente discutido señores comisionados, procederemos entonces en virtud de las posturas expresadas por los integrantes de este Pleno, si están de acuerdo a votar primeramente el proyecto presentado por la Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo y de no ser aprobado éste, pasaríamos entonces a votar la reserva del Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
Si están de acuerdo.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo como viene el proyecto, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por tres votos de los comisionados David Mondragón Centeno, Mucio Israel Hernández Guerrero y Luis Fernando Sánchez Nava.

¿En contra? El Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
Aprobado por mayoría de tres votos.

El Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Únicamente para comentar que haré llegar a la Secretaría Técnica el voto particular para su incorporación.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Con todo gusto Comisionado.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Adelante.

C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- Con su venia, señor Presidente.

El ente obligado es la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, el expediente es RR.SIP.1224/2014.

Solicitud: copia del formato PDF del acuerdo de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal del 2 de octubre 2012.

Respuesta: el ente obligado respondió que el Artículo 14, fracción IX de la ley de la materia, establece que la información debe ser considerada como pública de oficio entre la cual no se encuentran los acuerdos tomados en las sesiones de las comisiones de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, ya que solamente los entes obligados se encontrarán sujetos a esta obligación cuando se trate de reuniones públicas, carácter que no tienen las sesiones de la Comisión de Gobierno. Dada la relevancia de los asuntos tratados de la misma, por lo que no es posible entender en sentido afirmativo la, atender en sentido afirmativo la solicitud referida.

Recurso de revisión: el particular se inconformó porque la información contenida en el acuerdo de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal de fecha 2 de octubre de 2012 es información pública, por contener información relativa a las prerrogativas extraordinarias que se han adjudicado a algunos integrantes de la Comisión de Gobierno. Por lo que su contenido no es de acceso restringido por no poseer las características de reservada o confidencial.
Consideraciones del proyecto: el ente obligado emitió una respuesta complementaria en la que señaló que con base a lo establecido en el numeral 3 de la ley de la materia en sus archivos no obra acuerdo de Comisión de Gobierno con las características requeridas por el particular. Por lo que no es información que posea o haya generado.

Sentido del proyecto: sobreseer el recurso de revisión con fundamento en el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Su consideración al proyecto presentado fue reservado por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Como ustedes saben es un recurso muy, muy similar al anterior, por lo cual si ustedes me lo permiten pues ya no haría la misma argumentación, pero considerando ésta como presentada, digamos, pero para poder ir a un punto que creo que es distinto que no viene en el otro, es diferente.

Bueno, además de lo argumentado ya en el recurso 1201, respecto del tipo de respuesta de la Asamblea Legislativa sobre que la información es relevante y que por ello no es pública ni se cuenta con minutas o actas, también afirma en respuesta complementaria a la Asamblea y cito, “que no obra acuerdo de Comisión de Gobierno alguno que autorice y justifique el Programa de Apoyo a la Gestión Social o similares, en virtud de ser información que no genera o posee este ente obligado” -y termino la cita-.

Esto tiene varias consideraciones; primero, habla el ente en su respuesta complementaria del programa, pero la solicitud y los agravios del recurrente no, sino del acuerdo del 2 de octubre de 2012 y que implica erogación de recursos, no dice el solicitante que quiero el acuerdo sobre lo del programa tal, ¿cómo sabe la Asamblea —pregunto— que el recurrente quiere información de ese programa? Que el acuerdo del 2 de octubre que es de su interés, 2 de octubre de 2012 se refiere a ese programa, el solicitante y que además es otro solicitante, por lo que se ve en el nombre, podemos presumirlo.

Finalmente, el solicitante solamente habla de: yo quiero el acurdo del 2 de octubre del 2012 de la Comisión de Gobierno y la respuesta complementaria de la Asamblea dice: “No, yo no tengo el acuerdo del programa tal, del programa este de apoyo a la gestión social”
Bueno, otra consideración, en el recurso de revisión 1201 consta que la solicitud se presentó el 20 de mayo y en junio en respuesta complementaria le dijo que la comprobación semestral estaba en proceso de ese programa.

Entonces, hay una incongruencia, es dable afirmar que debe haber un documento, insisto, que contenga la información relacionada con dicho programa, al menos sus reglas de operación o los lineamientos en los cuales se diga que la comprobación será semestral y otras disposiciones, presumo que pueda haber también alguna de transparencia.

Entonces, sí me parece interesante, importante porque para cuando responden esta solicitud, esta solicitud fue del 11 de junio, la respuesta del 25 de junio, el recurso de revisión el 26 de junio, informe de ley el 9 de julio, la respuesta complementaria el 11 de julio, pero la anterior, la 1201, la solicitud fue de mayo.
Entonces, no checan las fechas, la congruencia de la respuesta que está dando el ente, por lo tanto creo que tampoco puede ser, el sentido que se está proponiendo, creo que tiene que ser revocar.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- ¿Algún otro Comisionado?
Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- En la complementaria, ya lo comentó el Comisionado Alejandro Torres que no detenta esa información, pero aquí la parte importante, bueno, vamos a ver, vamos a analizarla.

Nuestro Jurídico revisó en el portal de las fechas de las sesiones de las comisiones y en esa fecha del día 2 de octubre del 2012 y aquí está impreso el portal, no sesionó, no hay evidencia que haya sesionado la Comisión de Gobierno.
Ése es un elemento que da mayor certidumbre para el tema de la resolución del recurso de revisión, independientemente de que no cuente con ello, pero también tenemos una evidencia que en esa fecha no sesionó la Comisión de Gobierno, que es un elemento que está publicado en el portal de la Asamblea Legislativa.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- ¿Algún otro Comisionado en primera ronda?

En segunda ronda el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Nada más para agregar que la revisión del portal de internet que hace el área Jurídica es para justificar, pues la sesión, no es algo que diga el ente, tendría que decirlo el ente porque la información de internet no es toda, no es exhaustiva, no es absoluta, digamos, además, bueno si tan sólo las sesiones de la propia Asamblea suben con cierto retraso porque bueno, Servicios Parlamentarios sabemos tiene que hacer ahí una serie de comprobación de cruce de información, no le vaya a poner falta a alguien que estaba, por ejemplo, en Comisión y bueno tremendo problema que se arma.
Pero bueno, si a revisión del portal vamos de la Asamblea, bueno ahí ya está el boletín de la propia Asamblea de fecha 20 de febrero de 2014 que da cuenta de una Conferencia de prensa del diputado Federico Döring donde dice que “el monto de 74 mil 500 pesos adicionales está recibiendo cada diputado de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal —lo estoy citando textual— forma parte de un programa de apoyo a la gestión social de los módulos de atención ciudadana y de ninguna manera son un bono o remanente del desaparecido FIJOV”. Afirmó el coordinador del partido del PAN y de la ALDF, Federico Döring Casar.

Y más adelante dice, en el cuarto párrafo: “El legislador panista aclaró que la información no se ha difundido en días recientes, que la información que se ha difundido en días recientes es inexacta y carece de sustento” — abro otra vez comillas— “estos recursos no van a dar al bolsillo de los diputados sino que deben destinarse en apoyos a la gestión social en los módulos de atención ciudadana, en su caso, acompañado de vecinos y beneficiados de este nuevo programa”.

Explicó que lo que ha recibido en enero y febrero se destinó a pintura, impermeabilización y mantenimiento menor en unidades habitacionales y escuelas públicas que solicitaron el apoyo.
Más adelante dijo: “por lo que toca al nuevo programa instrumentado por la Asamblea —aclaró— es definir los lineamientos para ejercer este recurso”; de los cuales hasta el momento existe un abanico de 30 rubros y en lo particular él eligió destinarlo a mantenimiento y pintura de unidades habitacionales y escuelas públicas, pues son trámites burocráticos que las delegaciones políticas o los gobiernos local y federal tardan en responder a los solicitantes.

Como se ve y además por lo que dice también el boletín del 15 de julio del diputado Cuauhtémoc Velasco, que dice que, “anunció que de acuerdo a lo señalado por las reglas de operación del programa, presentó en tiempo y forma el pasado 10 de julio a la Comisión de Gobierno el reporte semestral sobre el uso que se le dio a los recursos de apoyo a la gestión, así como los documentos que lo comprueban”. 
De esta manera expuso los rubros atendidos que corresponden a educación, apoyo a la economía familiar, cultura, salud, grupos vulnerables y apoyo a la vivienda de alto riesgo, a través de acciones como talleres de auxilio económico, donación de equipo de cómputo, material didáctico, libros, así como de equipo médico, apoyo a madres solteras y personas de la tercera edad y la promoción de campañas para el cuidado de la salud de los ciudadanos. Éste es el otro boletín del 15 de julio del diputado Cuauhtémoc Velasco.

Como se ve, en ambos casos, sí hablan además de reglas de este programa que tendrían que existir en la Comisión de Gobierno, como lo refiere los boletines de la propia Asamblea Legislativa.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo reiteraría el argumento con el que inicié en el recurso pasado, que es la precisión de la información que están solicitando, están diciendo: quiero copia del formato y además en PDF, tal vez, a lo mejor no existe en PDF, sino en Word, digo es decir, por qué en PDF, del acuerdo del 2 de octubre.

Todos sabemos que el 2 de octubre es un día muy complicado, por lo cual ya de entrada, pues sí es dudoso, es razonable, hay una duda razonable de que no haya habido sesión ese día, el 2 de octubre, cómo se pone el Centro, cómo se ponen las marchas, ya lo sabemos.

Y es lo que está pidiendo el solicitante, entonces, ese acuerdo de ese día, no existe —dame chance de terminar— y luego lo otro, eso es lo primero que quiero decir, o sea hay un pronunciamiento claro de que no existe y además hay el portal de internet donde está claro que no hubo sesión de la Comisión de Gobierno ese día.
Lo que yo creo que no se vale, es que a veces nosotros como comisionados por el equilibrio procesal, tomemos información de internet para decir: “ah, el ente sí tiene esto, sí tiene lo otro o sí hizo aquello”, pero cuando está la información de internet que funda y motiva o que justifica lo que el ente hizo, pues entonces digamos, que eso no, que eso es inexacto. 
Eso yo creo que es muy riesgoso, no podemos olvidar el equilibrio procesal, tenemos que darle el mismo peso tanto al solicitante como al ente y actuar de buena fe y eso, ahí sí yo, Comisionado, sí, sí le suplico que observe esa circunstancia porque no podemos hacer eso, para una cosa sí y para otra cosa no, creo que los portales de internet y la información que ahí está y es algo que de lo cuida mucho el Instituto por lo menos en la parte de transparencia, pues es en que haya certeza y debemos de tomarlos en aras de ese equilibrio procesal.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- En segunda ronda el Comisionado Sánchez Nava.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- No, primero el Comisionado Mucio.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Miren, yo creo que habría que hacer una distinción un poco metodológica sobre el asunto de la información porque ciertamente lo que está pidiendo es un acuerdo de Comisión de Gobierno de manera específica y en ésa se dice: “No obra, no existe”, está bien.
Y por otro lado, sabemos que se refiere al Programa de Gestión Social, éste sí existe, o sea, no vamos a negar que no existe, o sea, tenemos suficiente evidencia de que existe y que seguramente esa cosa llamada de, Programa de Gestión Social debe de tener una serie de reglas de operación, debe de tener una serie de mecanismos y una justificación en el POA y en el analítico de claves y en el ejercicio del gasto y una serie de cosas. Eso, no me queda duda, eso ahí está, pero no es la naturaleza de la información que se está pidiendo, lo que se pide es el acuerdo.

¿De dónde surge el asunto? Bueno, tampoco, digamos, el agravio ni la solicitud va a decir: y cómo surge este asunto, o sea tampoco lo está pidiendo. Me parece que haríamos un asunto extralimitado de nuestras facultades y decimos: “está bien, en esos términos dale o explícale, dile” porque finalmente un poco el acceso a la información se constriñe a lo que se genera a lo que se tiene en las propias instituciones.

Me parece que el tema está en esta distinción, el acuerdo no hay, el asunto del Programa de Gestión Social existe y eso no lo vamos a negar, nadie lo está negando acá y que además se tiene que justificar, por supuesto, y que además tiene que estar validado por las áreas, no sé cuáles que participen precisamente en la Asamblea, que seguramente es el tema de la Tesorería, de la Oficialía, pero que todo eso por la normatividad de la propia Asamblea cae en la Dirección Jurídica porque es quien valida finalmente este asunto, sin duda alguna.
Le piden el acuerdo, el acuerdo dice, porque ya, digamos, un poco lo hemos discutido, o sea, yo no digo que esté bien o que está mal, simplemente esta Asamblea no ha generado acuerdos de las cosas que toman decisiones, habría que ver cómo operan el asunto.

Porque finalmente ahí luego la Asamblea el tema es, se discute en Comisión de Gobierno y el Presidente dice, pues opérese y entonces llama a los encarga…, un poco como acá pues, en las propias instituciones que de repente vamos a discutir el tema del 84, IV cuando la certeza de la entrega de la información y lo que le decimos a nuestro Director o a nuestros directores es, a ver vamos a discutir eso y le decimos hazme un análisis y ya. 
No queda, o sea, cómo se transmite la instrucción, pues digo, trivializo, pero se transmite pues así, creo que en este caso por la trascendencia de la Comisión de Gobierno, por lo que implica y un poco es lo que les he dicho, creo que nosotros debemos de trabajar básicamente con la Asamblea para que sí haya una constancia y un rastro de estas cosas y que además sea público porque me parece que es necesario.

Pero es un tema que la Asamblea tendrá que rediseñar en su propia Comisión de Gobierno y que tendrá que pasar por todos los coordinadores de los grupos parlamentarios para que establezcan un mecanismo que permita precisamente que esto sea público, yo hago votos porque así sea, en este momento, la verdad es que, o sea, ir más allá en términos de pedirles algo que nos están diciendo de manera contundente no tienen, sí me parece que nos estaríamos extralimitando.

Eso no quiere decir que no exista y que deban de comprobar el programa, eso me parece que sí. Y además yo creo que sí, el recurrente tiene todo el derecho de volver a establecer otra solicitud de información de tal suerte que pida cómo está justificado el gasto en ese programa y cómo está básicamente el tema de la repartición y cómo lo han venido justificando; que creo que eso, pues es evidentemente una información de naturaleza pública.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Comisionado Sánchez Nava, en segunda ronda.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más, el tema del comunicado o reporte periodístico del diputado Federico Döring, ¿es comunicado? Y de los diputados, o sea, no los vamos a desmentir, simplemente ellos.

Pero tampoco ellos son la Comisión de Gobierno, ellos están haciendo una declaración, no en nombre de la Comisión de Gobierno, o sea, es que ahí hay que diferenciar, digamos, si saliera el diputado Granados conjuntamente y dijeran, eso es otra cosa a que un diputado que probablemente conozca de la información y como comentó el Comisionado Mucio, puede existir la información, el programa seguramente existe y hay recursos asignados, nadie está comentando que no exista ese programa y puede existir el documento.

El problema es que en este recurso la solicitud pide algo muy específico de la Comisión de Gobierno en una sesión específica de un día señalado, ¿qué hacemos? Si bien es cierto la Dirección Jurídica hace una investigación, es un indicio, la Comisión, la Dirección Jurídica investiga: “oye, primero vamos a ver si podemos revisar si hubo cuando menos la reunión de la Comisión de Gobierno”, pero también hay un pronunciamiento de que no cuenta con ese acuerdo.
Entonces, tenemos dos elemento que le dan mayor fortaleza y el tema de los boletines que no los usa, es una cuestión que sirve, que son de, ayudan a todos los ciudadanos, informan, conocemos, pero tampoco pueden ser tomados para el tema, como una prueba digamos para el tema de una resolución jurídica, porque las investigaciones y todo periodísticas, pues tienen que ser analizadas dentro de los juzgados.

Y ustedes vieron cómo resolvió el IFE, me voy al pasado, en algunos asuntos, pues las notas periodísticas no tienen valor jurídico, perdón que lo diga, pero así es.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Comisionado Alejandro Torres, solicitó la palabra y tercera ronda.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Retomo por lo que acaba de comentar, bueno antes del penúltimo punto, ¿qué fue lo que pidió? Pidió el acuerdo de la Comisión de Gobierno del 2 de octubre de 2012. ¿Qué le responden? Yo no tengo ningún acuerdo del programa de apoyo a la gestión social. Preguntan A y le responde sobre B. No hay certeza jurídica, no hay certeza de que le está respondiendo a la solicitud.

El ente se equivocó probablemente de solicitud, le está respondiendo otra cosa que no preguntó, él nada más preguntó sobre el acuerdo de Comisión de Gobierno del 2 de octubre del 2012 y le está respondiendo sobre que, no, yo no tengo el acuerdo que justifica el Programa de Apoyo a la Gestión Social y quién dijo eso, el solicitante no lo dijo en su solicitud de información, tampoco lo pone en sus agravios, después en las otras documentaciones cuando hace alegatos, ¿en qué momento le dijo eso? Y sin embargo, la Asamblea Legislativa sí le responde: “Yo no tengo lo del Programa Apoyo a la Gestión Social”. Entonces, no hay congruencia entre lo que le están preguntando, no genera certeza.

Y luego esto último, me parece, de ninguna manera lo puedo suscribir, es cierto y además hasta la Corte lo ha señalado, las notas periodísticas solamente son indicios y ahí está todo, pero un comunicado de prensa no es una nota periodística, las oficinas de prensa son precisamente la vocería oficial del ente hacia afuera.

La comunicación oficial del ente, de una institución hacia fuera, de ninguna manera se puede equiparar un comunicado de prensa a una nota periodística, de ninguna manera; y lo que se pone en un comunicado de prensa, por supuesto, que tiene validez.

Y ahí paso a lo que comentaba el Comisionado Mondragón, respecto del equilibrio en la interpretación que se está haciendo aquí en este proyecto, más bien hay un desequilibrio en contra del solicitante porque sí somos muy buenos para tomar la iniciativa de ver que en la página de internet no está, no consta que haya sesionado el 2 de octubre la Comisión de Gobierno.

Pero en cambio no le interesa a Jurídico checar la otra sección donde vienen comunicados de prensa donde advierte información que podría dar indicios precisamente sobre ello, ya que la propia Asamblea está hablando del Programa de Apoyo a la Gestión Social, bueno pues que aclare si se refiere al acuerdo del Programa de Apoyo a la Gestión Social es el del 2 de octubre o no. Pero que lo aclare ella.

Ahora, si no hay nada escrito, si fue una cuestión verbal nada más, como planteaba el Comisionado Mucio Israel, pues que lo diga, que lo exprese, pero que lo aclare bien, porque lo que dice la Constitución y ya lo he leído en dos ocasiones es que están obligados a documentar todos sus actos y más tratándose de la Comisión de Gobierno en la que finalmente le comunico, Comisionado Sánchez Nava, a la que pertenece el diputado Federico Döring y ahí está el comunicado del diputado Federico Döring.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Comisionado Luis Fernando en tercera ronda.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Insisto, el que un diputado pertenezca a la Comisión de Gobierno, perdón, lo que voy a decir en estos momentos, un comunicado de prensa del diputado Federico Döring como coordinador del PAN, no va a ser la declaración de la Comisión de Gobierno, tan, tan.

Segundo asunto, el tema de los comunicados de los diputados mencionados, esa parte no se refieren al acuerdo solicitado en este documento; entonces, ahí ya no hay congruencia, o sea, si el comunicado fuera de Federico respecto de este acuerdo, en específico, entonces sí tendría congruencia.

Insisto que los comunicados de prensa a título de un diputado no son los comunicados de la Comisión de Gobierno porque entonces yo podría comentarlo y lo vuelvo a insistir que si sale a declarar el diputado Federico Döring sobre temas de presupuestos de la, sí pero el diputado Döring no tiene la representación de la Comisión de Gobierno.

A lo mejor el comunicado es de Comunicación Social, de las declaraciones de un diputado, pero eso no lo hacen los comunicados de la Comisión de Gobierno.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- El Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero, en tercera ronda.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Yo coincido con lo que dice Alejandro Torres Rogelio, sobre todo referente a la reforma constitucional del 6° y yo creo que es lo que tenemos que hacer; es decir una de las aplicaciones y una de las cosas que hay que implementar es precisamente eso, que todo mundo documente sus actos, pero creo que eso será en la implementación de la reforma constitucional.

Es decir, hay que trabajar para que en febrero, básicamente, esté completada esa parte.

Yo sé que es vigente la reforma en tanto no haya una serie de mecanismos, pues evidentemente nece…, y para eso estamos los órganos especializados, o sea, un poco para implementar esa cosa, para darle vigilancia, para darle seguimiento y establecer una serie de mecanismos que permitan precisamente que se cumpla con esa parte y creo que eso es lo que hay que trabajar, particularmente en ese caso para febrero, o sea, no podemos ir más allá.
Y luego, segundo, yo creo que aquí hay una discusión interesante porque ya lo han dicho el Comisionado Mondragón y Luis Fernando Sánchez Nava, en términos de las instrumentales de actuación y las instrumentales de actuación creo que son muy específicas y perdónenme que utilice este término muy abogadil, las instrumentales de actuación es las que están en el asunto del expediente porque finalmente el tema de remitirnos a indicios, señales, signos, íconos, cualisignos, sinsignos, legisignos o lo que quieran en términos de lo que hay afuera, me parece que estamos desbordando el tema de la litis y eso sí me, a mí sí me preocuparía.

Es decir, yo creo que no habría que precisamente, a partir de eso, o sea, generar un desborde la litis, creo que hay que ceñirnos a las instrumentales de actuación y las instrumentales de actuación son las que obran en el asunto sobre el expediente en los momentos procesales oportunos, dicen los abogados, eso hace básicamente que nosotros tengamos que resolver para dar certeza con lo que hay, no con el asunto de lo que podríamos percibir que existe en la realidad.

Por supuesto que podemos percibir un montón de cosas, pero ahí ya no podemos ir más allá de la facultad que tenemos. Creo que ése es un tema que sí tenemos que cuidar mucho acá.
Es decir, que finalmente nosotros no podamos resolver o no podamos tener cosas acá que desborden las instrumentales de actuación porque estamos básicamente desfigurando, digamos, nuestras actuaciones y las resoluciones que tenemos y creo que, digamos, y ahorita que lo decía de manera, el objeto éste, sobre el que discutimos, no pues Dios nos libre que las instituciones de comunicación social sean la parte formal de las instituciones.
O sea, creo que para eso hay una serie de mecanismos que posibilitan el tema de cómo finalmente se transmiten las comunicaciones, cómo se transmite el asunto legal y creo que no se da a través de las instancias de comunicación, aunque sean institucionales, creo que su función es otra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Queda suficientemente discutido. Le pediría al Secretario Técnico que someta a votación.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Con todo gusto Comisionado Presidente. En los mismos términos del punto anterior, del proyecto anterior, en virtud de las posturas de los integrantes de este Pleno, someteremos primeramente a votación el proyecto presentado por la Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo y de ser el caso, de no aprobarse éste, entonces procederemos a someter a votación la reserva propuesta por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el sentido, como viene el proyecto, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Tres votos a favor del Comisionado David Mondragón Centeno, Mucio Israel Hernández Guerrero y Luis Fernando Sánchez Nava.
¿En contra? El Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
Se aprueba por mayoría de tres votos, de los comisionados que he mencionado.

El Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, me gusta lo que dijo el Comisionado Mucio Israel.

No, respecto de que habrá que ir avanzando en esa cuestión de transparencia, pero solamente para informar que en este caso también haré llegar a la Secretaría Técnica el voto particular correspondiente.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Con todo gusto se agrega, Comisionado.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Señores comisionados, ahora pasaremos a los proyectos de resolución de aquellos recursos de revisión que no fueron reservados por algún comisionado.
Recursos de revisión en materia de acceso a la información sin comentarios y pasamos a los recursos para su votación.

Todos son de acceso a la información del año 2014. El 1106 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; el 1243 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; el 1218 de la Secretaría de Cultura; el 1249 de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal con el sentido de revocar, quienes estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobados por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 1120 de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, cuyo sentido es sobreseer por no constituir una solicitud de información.
Quienes están de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 1145 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; el 1158 de la Secretaría de Educación del Distrito Federal; el 1190 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el 1242 de la Secretaría de Gobierno y el 1245 de la Secretaría de Finanzas, cuyo sentido es modificar.

Quienes estén de acuerdo, favor de manifestarlo.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobados por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 1164 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el 1199 y el 1202 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, así como el 1196 de la Delegación Cuajimalpa de Morelos, cuyo sentido es sobreseer por quedar sin materia.

Quienes estén de acuerdo, favor de manifestarlo.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobados por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 1230 de la Agencia de Protección Sanitaria del Gobierno del Distrito Federal, cuyo sentido es sobreseer por entrega de información.
Quienes estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobado por unanimidad.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 1225 de la Procuraduría Social del Distrito Federal; el 1235 y el 1237 de la Secretaría de Salud del Distrito Federal; el 1238 de la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, así como el 1239 de la misma Jefatura de Gobierno del Distrito Federal y 1247 de la Secretaría de Obras y Servicios, cuyo sentido es confirmar.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Aprobados por unanimidad.

Comisionado David Mondragón, solicita la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, de acuerdo al criterio establecido por este Pleno, le solicito al Secretario Técnico que se sirva tomar nota de los recursos 1201 de la Asamblea Legislativa, el 1164, 1199 y 1202 de la Secretaría de Seguridad Pública, así como el 1196 de la Delegación Cuajimalpa de Morelos, todos ellos han sido sobreseídos por quedar sin materia. Por lo tanto no deben de contar para el índice de acceso a la información, lo mismo que el recurso 1120 que es de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales por haber sido sobreseído por no constituir una solicitud de información.
C. JUAN JOSÉ RIVERA CRESPO.- Se toma nota, Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Conforme a lo establecido en el tercer párrafo del Artículo 32 del Reglamento Interior del InfoDF aprobado mediante el acuerdo 609/SO/14-05/2014 y en mi carácter de Presidente de la sesión del Pleno de este Instituto, convoco a la siguiente sesión del Pleno para celebrare el miércoles 10 de septiembre del 2014 a las 12 horas e instruyo al encargado del despacho de la Secretaría Técnica para que proceda a la remisión del Orden del Día y documentos correspondientes conforme al procedimiento establecido para tal efecto.
Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día consistente en asuntos generales.

A continuación se procederá con el desahogo del asunto propuesto por el Comisionado ciudadano Mucio Israel Hernández Guerrero, consistente en el cumplimiento del expediente RR.SDP.029/2014.

Solicitamos al licenciado Luis Sánchez Caballero, proceda con la exposición correspondiente.
C. LUIS GABRIEL SÁNCHEZ CABALLERO RIGALT.- Con su venia señor Presidente.
El expediente es RR.SDP.029/2014, el ente público es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

La solicitud es cancelación de datos registrales de una averiguación previa.

En la respuesta el ente refirió que aunque la pretensión punitiva prescribió en el 2009 y por tanto resulta procedente la cancelación, ésta debió solicitarse al Fiscal de Procesos Penales Oriente quien señaló que no procede la cancelación en tanto no se determinara el acuerdo de no ejercicio de la acción penal por prescripción.

Del recurso de revisión el particular señaló que la respuesta no le daba certeza jurídica, ya que por una parte se señaló haber prescrito la pretensión punitiva, por lo que era procedente la cancelación y por otro, que no es procedente porque no se cuenta con la determinación del ejercicio de la acción penal por prescripción.
Consideraciones del proyecto: del estudio hecho por el Pleno de este Instituto se determinó como fundado el agravio hecho valer por el particular, debido a que no se le otorgó certeza jurídica en relación a la procedencia o no, de la cancelación de los datos personales contenidos en la averiguación previa.
Por otro lado, al entrar al estudio de fondo de la respuesta emitida por el ente, se advirtió que el acuerdo A/010/90 en el que se fundó la respuesta impugnada, refiere que a petición u orden expresa fundada y motivada por autoridad administrativa competente, como lo es este órgano autónomo, se pueden cancelar los datos registrales que obren en sus archivos de la dependencia.
Lo anterior se determinó así, debido a que el ente cuenta con diversas unidades administrativas que recopilan los datos que se encuentran inmersos en las averiguaciones previas y que los mismos ya no son necesarios para la investigación que motivaron su almacenamiento, amén del derecho al olvido del que gozan las personas cuando la información que les ha sido recabada ya no es de utilidad en el presente.

Resolución: Se revocó la respuesta impugnada y se ordenó al ente proceder a la cancelación de los datos registrales contenidos en la averiguación previa referida por el particular.

Cumplimiento a la resolución, la dependencia comunicó a este Instituto que la Subdirección de Identificación Humana, llevó a cabo la cancelación del dato registral solicitado y contenido en la averiguación previa referida por el particular.

Con fecha 28 de agosto del año en curso, la Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo de este Instituto ha emitido acuerdo de cumplimiento a la resolución emitida por el Pleno de este órgano colegiado en sus términos, ordenándose el archivo del expediente.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Bueno, un par de cosas: primero, la justificación de por qué solicité que este cumplimiento fuera leído en el Pleno, que me parece que éste puede ser un mecanismo que también tendremos que discutir e implementar en el mediano plazo o en el corto plazo, precisamente, para que algunos cumplimientos importantes y trascendentes pudiéramos subirlos al Pleno, que me parece que es fundamental.

En este caso es un cumplimiento y ya se cumplió el tema, pero hay otros casos en donde a la mejor existe duda o no está plenamente cumplida la resolución de este Pleno y me parece que vale la pena que nosotros acabemos precisamente el ciclo que implica el asunto de los recursos de revisión porque el cumplimiento es el momento último en donde finalmente nosotros tenemos certeza de que las personas van a tener acceso a la información y me parece que hasta allá tiene que llegar básicamente nuestra función. Y creo que éste podría ser un buen mecanismo.

Y en este caso en particular, pues es la primera vez que hacemos una cancelación de datos personales, de datos registrales y además en un ámbito fundamental como es el tema de la administración y la procuración de justicia.

Y se acordarán que cuando discutimos precisamente este proyecto que es el 29 de este año, lo que se planteaba era una serie de medidas que permitirían no solamente ir al asunto del derecho al olvido, sino sobre todo que las personas pudieran ejercer una serie de derechos fundamentales como es la cancelación de sus datos y de algún dato que por algún motivo pudieran precisamente estar lesionando su vida personal, su vida privada y el desarrollo y el ejercicio de otros derechos.
Me parece que el tema de que se haya cancelado es un hito en la Ciudad de México y es un hito en muchos lados, me parece porque finalmente estamos haciendo un tema en donde el derecho de la, de autodeterminación de las personas se hace efectivo; es decir, la posibilidad precisamente de que una vez concluido el ciclo del dato personal por el que fue recabado, el asunto de que ya no sea lícito, de que haya cumplido con la temporalidad, de que no sea pertinente, se pueda precisamente cancelar el dato y regresar de alguna manera al control de la persona.

Sé que estos datos en algunos ámbitos no son considerados como netamente privados, como puede ser los datos fiscales, el dato económico, si bien no es dato, hace identificable identificar a las personas, pero no están en el ámbito de la privacidad o de la intimidad de la persona, pero sí hace que ese dato pueda precisamente generar una discriminación, el no ejercicio de otros derechos o la posibilidad, básicamente de no contar con mecanismos para poder finalmente generar un mecanismo de autodeterminación.
¿Y en qué estoy pensando? Estoy pensando en el famosísimo Aristóteles Núñez, todo mundo lo conoce, yo creo que va a pasar a la historia, no sé si como un nuevo juarista, pero sí va a pasar a la historia porque bueno, en primera instancia está, hace, saca a principios de año las listas de morosos, que es que como un acicate para México recaude fiscalmente más dinero.

Y segundo, le quiere cobrar al Clero, pues todo el asunto de los impuestos. Yo creo que es un debate interesante, lo del Clero, pues es mera anécdota, por eso digo que va a pasar la historia, pero el tema de la publicación de las listas de Aristóteles Núñez, me parece que también nada se lo impide, no hay un mecanismo que le impida que las publique, pero me parece que ese dato personal contenido ahí puede lesionar a las personas, sobre todo porque el crédito y el ejercicio económico está vinculado a una cosa antiquísima que tiene que ver con el crédito y el crédito no es el crédito de la tarjeta, sino el crédito a la persona, que es un tema que ahí se vincula con un dato personal.
Y en este caso, estamos en realidad ante uno de los mayores retos que tenemos creo que como órganos especializados en la protección de datos, que es el asunto de la seguridad pública, de la procuración de justicia porque yo sostengo y creo que ahí hemos coincidido mucha gente, que necesitamos precisamente que el derecho al olvido sea un mecanismo que permita a las personas no estigmatizarse, no estar precisamente sujetas a un proceso de discriminación porque han estado en un proceso judicial y fueron o no condenadas y me parece que la repetición permanente del dato, la actualización y la vigencia del dato, a través sobre todo de estas grandes tecnologías, pues hacen que las personas no puedan finalmente tener la posibilidad de reinserción social plena.

Y además, decir que finalmente con la resolución del Tribunal de Justicia Europeo, pues masivamente todo mundo está entrando al tema de la era digital donde se pone en evidencia el tema precisamente de cómo proteger los datos personales, que me parece de vital, vitalísima importancia.
Creo que, digamos, hay quien equipara el derecho al olvido con el asunto del ejercicio de cancelación, creo que el derecho al olvido va más allá y además también tiene límites, porque todo mundo de repente dice: “no, pues es que, en el caso de que algún personaje público pudiera eliminar básicamente esos datos personales o su historia”, pues eso tampoco es posible.
En realidad el derecho al olvido va sobre la autodeterminación de las personas y la posibilidad de ejercer otros derechos y que no se lesione a la vida de las personas y tiene sus límites, lo he dicho permanentemente, pues en el derecho a saber, en el derecho de la libertad de prensa, en registros originarios, pues ahí no puede ejercerse el derecho al olvido.

Y concluiría, simplemente haciendo un reconocimiento a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal por este cumplimiento, por el asunto finalmente de establecer la cancelación de los datos registrales de esta persona, que me parece muy pertinente y en verdad creo que es un hito en términos de lo que hacemos los órganos locales en protección de datos. El asunto de que hayamos cancelado datos registrales de una persona en la Procuraduría, es en realidad muy importante.
Entonces, digamos, dada la relevancia pues por eso subimos este cumplimiento al tema del Pleno, ya subiremos otros en donde, pues seguramente discutiremos si se cumplió o no la resolución de este Pleno, pero en este caso está cumplida, muy bien cumplida y reitero mis felicitaciones para la Procuraduría.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Añado también que este acto, la cancelación que finalmente se concreta, nos sitúa en otro ámbito, en otro escenario o en otro contexto totalmente distinto al que vivíamos todavía hace un par de años, inclusive, cuando existían todavía las presentaciones ante los medios públicos, por ejemplo de personas que presuntamente eran responsables de algún delito y se les exhibía.

Decía la Procuraduría en aquel entonces con el fin de que otras personas que pudieron haber sido víctimas de esos probables delincuentes también los denunciaran y así fortalecer la investigación, cuando en realidad, más bien en muchos casos, se debía a una sustitución de la investigación a la que está obligada el Ministerio Público, ¿no? En vez de investigar mejor les exhibieron y ahí que los denuncien.

Y luego resultaba, y así lo comprobó la Comisión de Derechos Humanos también en el Distrito Federal, que muchas personas resultaron ser inocentes, no se les acreditó nada y no había ese esfuerzo mediático tampoco de la Procuraduría para decir: “estas personas que presentamos no tenían nada que ver, nos equivocamos”, ¿no?
Pero ya se llevaban ahí el estigma, ya habían sido fotografiadas, habían sido publicadas sus imágenes y sus nombres también, muchas veces además hasta portando armas que ni al caso.

Entonces, creo que esta situación nos coloca ya en otro ámbito en el cual podemos avanzar y yo creo que se da en un momento muy importante porque precisamente con la reforma constitucional de la que ya hemos hablado en esta sesión, obliga precisamente para febrero del próximo año, tener también la Ley General de Protección de Datos Personales y con ello construir lo que es el Sistema Nacional de Protección de Datos Personales, como se ha ido planteando en los diversos foros que se organizaron, en el ámbito de la COMAIP para, creo yo, establecer ahí ya los lineamientos o procedimientos para que las bases de datos compartidas por autoridades locales y federales pudieran también tener la posibilidad de hacer este ejercicio en todos los ámbitos.
Pongamos el ejemplo de Plataforma México el cual es alimentado por las procuradurías y todas las instancias de seguridad pública y de procuración de justicia locales, alimentan esa base de datos a nivel federal y si bien hay un ejercicio de cancelación a nivel local, ¿qué pasa con los datos que se fueron a esa Plataforma México, ahí van a continuar? Entonces, así como se ejerció a nivel local, también tiene que repercutir ante la autoridad federal.

Es decir, que la Procuraduría local o la Secretaría de Seguridad Pública local, la instancia local que alimentó esa base de datos le haga saber al responsable de esa base de datos que está operando un ejercicio de derecho ARCO ahí para que haga lo propio, puesto que ella fue la que lo alimentó, ella tendrá que hacérselo saber.
Y aquella instancia federal también tendrá que atender ese mandato en primera instancia de los órganos locales.

Creo que ese Sistema Nacional de Protección de Datos Personales tendrá que considerar esta parte de cómo articular precisamente a los órganos, al IFAI por un lado y a los órganos garantes locales para poder posibilitar en todos los ámbitos de la Administración Pública federal y locales, posibilitar el ejercicio de los derechos ARCO porque ése es un ejercicio de derechos fundamentales, como ya bien se dijo, pues se lesionan muchos derechos de la persona.

Finalmente, como plantea el derecho al olvido uno de ellos, creo que es importante porque habrá que discutir digo, si no queremos borrar esa información, entonces, replanteémonos la reinserción social, por ejemplo.

Si una persona ya ha sido sentenciada, ha cumplido su sentencia y quiere mantener en una base de datos accesible además públicamente o con cierta publicidad, pues habría que plantearnos la reinserción social porque uno de los obstáculos para que haya esa reinserción social es precisamente la fama de la persona y donde en una sociedad se ve mal que una persona que delinquió y cumplió su sentencia no se le vuelve a dar, por ejemplo trabajo y los vecinos y la familia lo abandona, por qué no repensarnos entonces como sociedad y decir: “es que a esa persona, finalmente, fue sentenciada, cumplió su sentencia, le cumplió a la sociedad y tiene la oportunidad de volver a reincorporarse.

Son maneras de pensar diferentes que habría que, sobre las que habría que reflexionar, pero bueno, por lo pronto, el Sistema Nacional de Protección de Datos Personales tendrá que ver cómo articular precisamente a las distintas autoridades para que el ejercicio de estos derechos pueda extenderse en todos esos ámbitos.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo, ya nada más me sumo a todos los comentarios que hace los comisionados Alejandro y el Comisionado Mucio y nada más manifestar que creo que estamos haciendo historia, este Instituto en el tema de la cancelación de los datos personales.

Es la primera ocasión que el InfoDF lo realiza y aparte le abre un campo de acción a la persona que lo solicitó porque ahora ya puede contratarse en el tema laboral y puede ser, digamos, ser sujeto ya no de discriminación en el tema laboral y de otros temas que, como se, el delito por los cuales se le imputaba era de fraude y de extorsión y otras cosas, pues esto lo imposibilitaba a poder conseguir trabajo.
El expediente estaba, desde el año 2001 y se había señalado una cuestión del ejercicio de la no acción penal por una cuestión temporal y no definitiva, entonces, estaba abierto el expediente; pasó el tema de la prescripción y le decían, un área de la Procuraduría le señalaba a la otra área de la Procuraduría que no podía cancelar el tema de los datos personales hasta que no se dictara el acuerdo de no ejercicio de la acción penal por prescripción.

Y entonces, la otra área no quería moverse, el asunto tuvo que llegar al InfoDF, que somos el ente, la autoridad competente para el tema de la cancelación, ahí entramos nosotros y en este momento dictaminamos en el recurso, en su momento, que se llevaran a cabo las acciones necesarias para realizar la cancelación de los datos registrales, de manera enunciativa, más no limitativa, nombre, domicilio, edad, ocupación, sexo, religión, estado civil, huellas digitales, fotografías y lo que pudiera existir en el documento.

Recién se hace ya el tema del cumplimiento que como, y yo retomó también las palabras del Comisionado Mucio para el efecto de que temas relevantes, aquí en el Pleno podamos resolver sobre el tema de cumplimiento porque hay casos que son complicados y que a veces, a veces y lo tengo que señalar, se emiten porque nos falta alguna información que no fue recaba en su momento que son de, las resoluciones son de imposible cumplimiento y tampoco podemos tener a un ente castigado de manera permanente porque no nos aportó también en su momento todos los elementos para poder darle cumplimiento a las resoluciones y entonces, yo creo que ese tipo de asuntos tienen que subir al Pleno.
Me sumo a la propuesta del Comisionado Mucio Israel y bueno, como lo comentó también el Comisionado Alejandro, el tema del derecho al olvido que también fue comentado, es un tema relevante que no puede estar circunscrita una persona a que sea sancionado de manera permanente, públicamente porque ya tuvo una sanción penal en su momento y de nueva cuenta está siendo discriminado por la sociedad durante toda su vida.

Entonces, me sumo a los comentarios y yo felicito a este Pleno porque nos atrevimos a cancelar los datos personales en este asunto, fue un tema de discusión desde el pre Pleno, con los comisionados y creo que hemos dado un paso adelante en este tema.

Muchas felicidades.

Al no haber otro asunto qué tratar, siendo las 15 horas con 20 minutos del día 3 de septiembre del 2014 se da por terminada la Trigésima Primera Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Agradezco a todos su presencia y para que no se pierda la tradición, muy buen provecho.
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